
		
			[image: Cubierta_SSPP.jpg]
		

	
		
			Agua y Servicios Públicos en España y México

			Juan Manuel Matés-Barco José Juan Pablo Rojas-Ramírez (coords.)

			
				
					[image: ]
				

			

		

	
		
			
				Agua y servicios públicos en España y México [recurso electrónico] / Juan Manuel Mates-Barco, José Juan Pablo Rojas-Ramírez (coords.). -- Jaén : Editorial Universidad de Jaén, 2019. -- (Sociedad y Ciencias Sociales. Agua y Medio Ambiente ; 1)

				ISBN 978-84-9159-271-6

				1. Agua 2. Servicios públicos 3. España 4. Méjico I. Mates-Barco, Juan Manuel , coord. II. Rojas-Ramírez, José Juan Pablo, coord. III. Jaén. Editorial Universidad de Jaén, ed.  

				351.778.31(460)(72)

			

			Colección: Sociedad y Ciencias Sociales

			Director: Juan Manuel Matés-Barco

			Serie: Agua y Medio Ambiente, 1

			© Autores

			© 2019, Universidad de Jaén. UJA Editorial.

			Campus de las Lagunillas s/n, 23071, Jaén, España

			D.R. 2018, Universidad de Guadalajara.

			Avenida Juárez número 976, C.P. 44100, Guadalajara, Jalisco, México.

			ISBN: 978-84-9159-271-6

			Depósito Legal: J-838-2019

			Edita

			
				
					[image: ]
				

			

			Editorial de la Universidad de Jaén

			Vicerrectorado de Proyección de la Cultura y Deportes

			Campus Las Lagunillas, Edificio Biblioteca

			23071 Jaén (España)

			Teléfono 953 212 355

			web: editorial.uja.es

			editorial@ujaen.es

			Diseño de cubierta e interiores

			Yerro Servicios Editoriales

			Esta obra ha superado la fase previa de evaluación externa realizada por pares mediante el sistema de doble ciego «Cualquier forma de reproducción, distribución, comunicación pública o transformación de esta obra solo puede ser realizada con la autorización de sus titulares, salvo excepción prevista por la ley. Diríjase a CEDRO (Centro Español de Derechos Reprográficos, www.cedro.org) si necesita fotocopiar, escanear o hacer copias digitales de algún fragmento de esta obra».

		

	
		
			“La idea de que el agua es pública o privada es errónea; igualmente es una responsabilidad compartida”.

			Aziza Akhmouch

			Responsable Iniciativa Gobernanza del Agua de la OCDE

			“En España hemos visto cómo se pretenden privatizar empresas públicas que funcionan bien como públicas; y ‘remunicipalizar’ empresas privadas que funcionan bien como empresas privadas. Se nos va a quedar pequeño el manicomio”.

			Gonzalo Delacámara

			Foro de la Economía del Agua

		

	
		
			Las aguas como proceso histórico

			Uno de los problemas centrales de la historia contemporánea es la emergencia y crisis del estado de bienestar. Como antaño la revolución industrial, prácticamente todo en la sociedad occidental, especialmente en la europea, se ha visto seriamente afectado por ellas. Casi cien años de debate, a menudo encarnizado, luchas políticas, inversiones conspicuas y desarrollo tecnológico, por citar apenas cuatro de sus múltiples parámetros. La sociedad de principios del siglo XXI, su estructura y sus problemas, son el fruto directo de esas tendencias. 

			En tan complejo proceso histórico algunos segmentos como el suministro y la ulterior depuración de las aguas asumen un papel central dada la relevancia de los problemas que implican y la complejidad de las soluciones que integran. Más aún, en numerosos aspectos el agua ha sido uno de los elementos impulsores de dicho estado de bienestar desde sus mismas raíces, mucho antes incluso de que empezara a conocerse por ese nombre, y probablemente haya de representar uno de sus logros más duraderos.

			El mundo de los servicios públicos, en general, y el de la recogida, tratamiento y suministro de agua potable y la retirada de desechos y aguas negras es probablemente el más destacado dentro del moderno estado de bienestar. Dada la amplia centralidad de dicho sector vemos confluir en él con vigor singular la evolución de la tecnología y hasta de la metrología, el desarrollo de las finanzas, los adelantos de la higiene y la medicina, variadas formas de organización industrial y financiera y, por supuesto, la política en todas sus manifestaciones, desde el más alto nivel de las instituciones supranacionales a los mínimos organismos locales. La gestión de las aguas es, probablemente, una de las más razonables y efectivas de todas las acciones políticas y lo es desde hace tanto tiempo que los grandes emperadores de la historia se esforzaron siempre por dejar grandes y complejas instalaciones hidráulicas ligadas a su nombre.

			Y, lejos de presentar un modelo único de actuación, la larga historia del suministro de aguas potables presenta una notable gama de alternativas, originales y matizadas, coherentes siempre con el contexto respectivo en que son, o fueron, aplicadas históricamente. Se aprecian multitud de soluciones según el problema elegido; desde, por ejemplo, el tradicional aguador  –aún presente en los modernos supermercados en forma de agua embotellada–,  a las modernas redes de suministro de agua depurada, tratada y suministrada a alta presión en el terreno de la tecnología. Entre las limitadas inversiones públicas y los patrocinios de notables de antaño al recurso habitual a los mercados financieros internacionales, pasando por la acción colectiva, ejemplos que cubren una buena gama de modalidades de inversión, tecnologías institucionales tan variadas a lo largo del tiempo como la propia tecnología material. Todo ello parece sugerir una pauta o solución general, una supuesta evolución óptima, a la que las sociedades industriales parecen converger con dificultades pero de modo inexorable. 

			Pero, a diferencia de los aspectos técnicos y organizativos, hay un aspecto singular donde la historia compleja de los servicios de suministro de agua parece tener un comportamiento no lineal, sino recurrente, y es la variable que caracteriza las modalidades de la organización y de la gestión de dichos servicios. Los extremos de dicha variable se han movido una y otra vez entre lo estrictamente público y lo casi completamente privado. El sector de las aguas en la historia parece oscilar entre ambos extremos una y otra vez en largos ciclos económicos e institucionales que ponen de manifiesto las ventajas competitivas de una u otra opción. Iniciativas privadas asumieron las primeras inversiones conspicuas en redes lograron superar los riesgos inherentes a las nuevas tecnologías durante el proceso de urbanización e industrialización del siglo XIX. Las dificultades sociales y políticas del siglo XX, las luchas encarnizadas entre los partidarios de lo público y de lo privado, y graves procesos inflacionarios condujeron a la municipalización y a la gestión pública directa de esos servicios. Más recientemente, la flexibilidad organizativa y la capacidad financiera de la empresa mercantil privada, junto a un nuevo salto de escala en los abastecimientos, traen de nuevo a la palestra la privatización de la gestión del suministro de agua bajo el control último, claro, de las autoridades administrativas de diferentes niveles. Y hoy, como respuesta del péndulo, nuevas exigencias de re-municipalización mantienen la vitalidad de la polémica y nos permiten concluir diciendo que este de la organización y la gestión de los servicios de aguas es muy probablemente el aspecto más complejo e interesante de todos los que se ven estrechamente asociados en esta cuestión fundamental que nos ocupa. Al margen de doctrinarismos o intereses de parte, que también son muchos, la pugna por la gestión pública o privada de los servicios de aguas constituye un terreno científico del mayor interés donde aplicar, por ejemplo, la metodología de Oliver Williamson y donde poner en evidencia el carácter único a largo plazo del sistema de aguas asumiendo con Barry Bozeman que todas las organizaciones son públicas.

			El libro que presentan los profesores Juan Manuel Matés-Barco, de la Universidad de Jaén, España, y José Juan Pablo Rojas-Ramírez, de la Universidad de Guadalajara, México, conocidos especialistas en la materia, nos ofrece una muestra muy especializada de contribuciones dentro del campo inmenso de los estudios históricos del suministro de agua en perspectiva comparada. Los temas elegidos y su combinación en un proyecto multinacional representan una magnífica oportunidad de lectura que, sin duda, será muy apreciada por la historiografía, tanto general como especializada. 

			Gregorio Núñez Romero-Balmas Granada, marzo de 2018

		

		
			
			

		

	
		
			Introducción: El agua como servicio público: de la gestión pública a la privada 

			José Juan Pablo Rojas-Ramírez

			Universidad de Guadalajara 

			El agua ha permitido la subsistencia y el desarrollo de las sociedades tanto en normas de convivencia como en la generación de tecnología para hacer más eficiente los procesos humanos con relación al medio ambiente. La evolución de la tecnología hidráulica ha sido acompañada por el desarrollo industrial y el crecimiento demográfico hasta el presente fenómeno de la aglomeración poblacional en centros urbanos y despoblamiento del espacio rural. Tales situaciones han provocado un deterioro grave en los recursos naturales debido a su uso irracional(1).

			 Como punto de partida cabe realizar algunas precisiones sobre la definición de Estado, Gobierno y Servicios Públicos, una acotación pertinente sobre la definición conceptual, procedencia jurídica y evolución de lo que se entiende como Servicio Público. Para tal efecto se realiza un análisis interdisciplinar que abarca diversos campos como el jurídico, económico y politológico. Todo ello, con una finalidad didáctica que puede parecer fútil, pero que en realidad contribuye a la discusión sobre la viabilidad del tipo de gestión del agua, sin que esta pierda su carácter de servicio público.

			A lo largo de la obra los puntos expuestos son desarrollados con detalle, tanto en la reflexión teórica como en la revisión y análisis de estudios de caso. No obstante, resulta útil iniciar con algunas reflexiones teórico-conceptuales sobre el Estado, el Derecho y los Servicios Públicos. Para tal fin se delimitan los conceptos directamente relacionados con las tres categorías mencionadas y se reflexiona sobre algunos dilemas como la relación intergubernamental, como medida de eficiencia en la prestación de servicios, otro dilema relacionado al manejo público o privado del agua y finalmente la naturaleza del agua como un bien social o mercantil.

			El Estado es una entidad política históricamente definida desde Maquiavelo, como un segmento geográficamente delimitado. En él existe una sociedad que se “autoreconoce” como procedente de tal delimitación, que legitima la razón de ser de su poder político en tanto que le reconoce como soberano, crea un ordenamiento jurídico y a su vez establece un gobierno encargado de hacer y ejecutar normas que rigen la interacción de los miembros de dicha sociedad.

			Lo que concierne a este apartado es la noción de gobierno como estructura de poder político y como administrador de los asuntos públicos. Entre ellos cabe destacar: la administración de bienes públicos; la generación de instrumentos de integración y cooperación a través de preceptos normativos y su respectiva observancia; y la prestación de servicios públicos sean estos por naturaleza pública de dichos bienes o como parte de la atención a externalidades negativas resultantes de los procesos económicos. Asimismo, Gobierno se define como un grupo de individuos que comparten una determinada responsabilidad en el ejercicio del poder, al mismo tiempo que le dan coherencia a una serie de instituciones que desarrollan actividades para el beneficio colectivo(2). El poder es un elemento característico del Estado y el Gobierno es una estructura creada para ejercerlo, pero ambos no son conceptos sinónimos(3).

			Cabe precisar, para efectos de este trabajo colectivo, que el interés en el gobierno soberano se centra en aquel que tiene una responsabilidad determinada en el mantenimiento y adaptación de una comunidad nacional autónoma. Por consiguiente, la delegación de bienes y servicios se realiza a través de la instancia suprema que dicte la Constitución de cada Estado. Todo esto, con independencia de si las acciones son de carácter intergubernamental o se produce la coexistencia de órdenes jurisdiccionales. Un gobierno es soberano cuando es legítimo, es decir, cuando tiene la aprobación general de la nación para que decidan y lleven a cabo acciones que beneficien a la sociedad(4). 

			Retrospectiva crítica de la conceptualización de los servicios públicos 

			Una de las definiciones que mejor describe, sin entrar aún a un análisis político-jurídico, la conceptualización de servicio público es la que ofrece el Organismo Internacional del Trabajo (OIT), a su vez es recogida por la Organización Mundial de la Salud para establecer la cobertura sanitaria:

			“El término servicio público se configura como especialmente polisémico y problemático en el ámbito de la ciencia jurídica, donde trasciende con mucho la significación. En el campo del Derecho Administrativo la expresión ha terminado por adquirir perfiles propios no exentos de un apasionado debate doctrinal”(5). 

			La definición versa en lo siguiente: el conjunto de servicios públicos de suministro son aquellos asociados a la prestación de actividades, sean por una cuota pagada a entidades privadas o de costos absorbidos por los Estados, y cuyas actividades están relacionadas con el manejo de agua, electricidad y gas. Básicamente aquellas actividades cruciales para la sociedad humana en términos de agua y energía. Según la OIT la prestación de estos es fundamental y desempeña un papel en el Desarrollo Social y Económico(6). Desde la perspectiva de Hall, la prestación por parte de entidades públicas o privadas deriva del grado de desarrollo y del ingreso per cápita, mientras en los países de bajo ingreso la prestación recae en organismos públicos, en los de mayor ingreso per cápita la tendencia es a la privatización(7). 

			No obstante, dicha tendencia del manejo público al privado no es exclusiva del grado de desarrollo económico de una sociedad; según Hall, en el pasado ya se han presentado casos en los que la prestación del servicio de abastecimiento de agua fue delegado por la administración pública a organismo privados debido a la ineficiencia o incapacidad tecnológica de los organismos públicos y viceversa. Por ejemplo, el sistema de abastecimiento de agua en los países del hemisferio norte se inicia entre los siglos XVII y XVIII como un servicio limitado a usuarios con capacidad de pago y como medida de provisión ante incidentes de incendio(8). Con el crecimiento de las ciudades en el siglo XIX, las ideas higienistas se adoptaron en tanto se consideró el abasto de agua potable como una medida de salubridad poblacional.

			Cabe destacar que en el primer periodo el manejo se caracterizó por la participación privada; sin embargo, ante la ineficiencia observada por los gobiernos, junto a la difusión de las ideas de democratización y ante la complejidad urbana por el incremento demográfico, se recurrió a la municipalización. Esta se observó como una manera de superar las ineficiencias sistémicas del organismo privado, que en términos de Hall y Lobina(9) se le consideraba contratistas y no como concesionario, lo cual tiene matices distintivos en cuanto a la posesión de la propiedad en cuestión: 

			“Durante el siglo XIX, los sistemas previamente privados pasaron a ser de propiedad pública y la provisión pública debido a la ineficiencia, los costos y la corrupción relacionados con ellos. Los concejos municipales elegidos democráticamente compraron los servicios públicos existentes y los sistemas de transporte y establecieron nuevos. Esto resultó en un control más efectivo, mayor empleo y mayores beneficios para la gente local. Los consejos también obtuvieron el derecho de pedir dinero prestado para invertir en el desarrollo de sus propios sistemas”(10). 

			El manejo del agua ha representado, desde la estructuración del Estado moderno un tema de gran envergadura, debido a que este recurso no tiene sustituto y es necesario en la gran mayoría de actividades humanas. Actualmente, pensar en procesos productivos secos invariablemente conlleva al uso indirecto del recurso hídrico. Es por tal razón, y ante una crisis hídrica derivada del uso excesivo, que su manejo se topa con un principal dilema: el cómo manejarlo ante una calidad finita y que en su reposición se debe aplicar grandes costos de inversión económica, y ecológica para su restauración y devolverla al ciclo de uso.

			A partir de la tercera década del siglo XX la noción de servicio público se encuentra en el centro de una construcción jurídica sistemática del Estado; su organización tuvo como precursor a León Duguit, cuyos argumentos fueron retomados cabalmente en el desarrollo institucional del Estado mexicano y con difusión al resto de América Latina, dada la importancia de pesos y contrapesos propuestos para la realización de actividades enfocadas a la prestación de servicios públicos. Independientemente de las concesiones otorgadas a privados, la propiedad del bien en cuestión, en este caso el agua, es de propiedad nacional.

			 “No se podría decir con certeza, aunque así parezca en la teoría, que las ideas mejicanas igualmente estuvieran influenciadas por la escuela de Bourdeaux, pero al menos sí lo están por una corriente filosófica o teórica social más amplia originada de su revolución, alejada, eso sí, de ideas comunistas”(11). 

			Las tesis de Duguit básicamente consisten en que el hombre vive en sociedad lo cual genera interdependencia social y, por consiguiente, los beneficios de uno deben ser disfrutados por el colectivo social en el sentido que la propiedad colectiva desempeña una función social que es la satisfacción de las necesidades sociales(12), en este caso el abasto de agua.

			En otro orden de ideas y adentrándose al estudio del dilema contemporáneo sobre el manejo público o privado del agua se parte de lo siguiente. El agua, de calidad para consumo humano, es un recurso finito. A pesar de que este no escasea en la naturaleza debido al ciclo hidrológico natural, en el aprovechamiento humano el sentido de escasez alude a su calidad e incapacidad administrativa, económica o tecnológica para su saneamiento. A simple vista, dicha situación haría creer que la cantidad del agua en el planeta no varía; sin embargo, la contaminación y el saneamiento marcan la diferencia entre contar con agua de calidad para el consumo humano y la existencia mesurable.(13) 

			Desde la idea del valor finito se tiene que reconocer que dicho líquido acarrea costos y beneficios. De tal suerte, el organismo encargado de su manejo se ve en la necesidad de establecer un sistema de valorización de un bien que es subjetivo, de acuerdo con Shiva(14), y asociado a la importancia y satisfacción que brinda. Para Harold Winter el agua, por su naturaleza como bien económico y a su vez social, tiende a ser valorado por la economía desde la perspectiva de la asignación de los recursos escasos. Si no hubiese escasez, entonces se tendría cuanto se quisiera y por consiguiente, no habría necesidad de pensar en costos y beneficios de los recursos o trade-offs. Y una forma de analizar el intercambio de los recursos naturales para su conservación es usar una equivalencia monetaria(15).

			Por otra parte, algunos autores como Shiva y Ávila, coinciden en que lo anterior es una postura del libre comercio al equiparar el agua como mercancía que se puede comerciar, igual que el petróleo o la madera, y que se olvida que el verdadero costo está en el manejo y no en la posesión, pues es un bien libre al cual se le asigna valor de uso(16).

			Lo que se sabe desde la segunda mitad del siglo XX y hasta el siglo XXI es que independientemente de si la gestión de los recursos hídricos esté bajo la administración privada o pública, su manejo implica costos económicos para devolverle la calidad y trasladarla de nuevo a cuenta a los usuarios. Pese a que es un bien libre, su manejo implica costos al igual que cualquier otro objeto que se comercia (intercambia) y que tiene un costo de producción, gestión o reciclado(17).

			El agua como bien social no implica que la cantidad total en una nación debe ser dividida entre todos los ciudadanos y que estos sean los que manejen el ciclo de reciclado… Este recurso no debería tener un equivalente monetario, ya que cubre casi todas las necesidades humanas y no humanas. Es impensable atribuirle precio a un recurso que se usa en casi todo… debe ser entendido como un patrimonio o ‘activo social’…(18).

			El acceso al agua, por ser un recurso natural como el aire debería ser un derecho natural; su cuidado debería estar en manos de quienes lo usan, como un bien colectivo regulado por normas jurídicas que establezcan criterios objetivos y concretos de equidad. Sin embargo, bajo la perspectiva de que el agua es un recurso limitado, surge la necesidad de someterla a criterios económicos, y la naturaleza de administrador puede permitir la supresión del servicio o el subsidio de este ante esquemas de desigualdad social(19). Entonces queda la siguiente cuestión: ¿Cómo resolver las externalidades económicas resultantes de su uso y bajo qué parámetros puede ser usado el recurso, sin que se genere un impacto ambiental negativo que atente a la salud ambiental del mismo? 

			El agua como bien y como servicio público 

			La estructura de la presente obra se compone a partir de un conjunto de ocho revisiones de caso referentes al manejo del agua como parte un servicio, ya sea prestado por instituciones del Estado o por organismos privados. La disyuntiva anterior sobre la prestación del servicio parte de dos concepciones contemporáneas: una referente al manejo público por parte de las instituciones del Estado creadas para prestar servicios públicos como son la distribución y el saneamiento de agua potable y otra concepción referente a la privatización de los servicios referentes al manejo del agua.

			La administración del agua, ya sea por mecanismos públicos o privados, de gestión central o por cuenca evidencian problemas, principalmente por el surgimiento de diversos conflictos de distinta índole asociados al manejo del recurso(20). Cómo pensar en que la verdadera problemática del agua es una cuestión de administración eficiente, si en la realidad no existen sociedades estáticas receptoras de las acciones públicas. Las sociedades y sus representantes se movilizan y actúan, de tal manera que aunque exista una administración eficiente prescrita cabe la posibilidad de que surjan conflictos causados por una acción pública que aunque sea acertada en su formulación, la sociedad perciba como inadecuada su aplicación(21). Además de hacer eficiente los aparatos administrativos se requiere saber cómo transformar los conflictos en cooperación o colaboración y mediar la sobreutilización del recurso para no atentar al equilibrio natural.

			En la medida en que la escasez de agua aumenta y las actividades productivas y de subsistencia de una sociedad y de otra vecina se ven afectadas, surge el stress hídrico y con este las tensiones se elevan; de no existir una respuesta oportuna la intensidad del conflicto puede aumentar al punto de provocar una confrontación directa. Por consiguiente, las instituciones encargadas de la gestión se enfrentan ante el dilema de reestructurar los instrumentos de integración, normatividades de administración entre otros preceptos jurídico-institucionales o trasferir, concesionar o delegar la prestación del servicio a instancias privadas, ante el supuesto de que ante mecanismos económicos de regulación, la oferta y la demanda hídrica tenderán a equilibrarse y a su vez “obligan” a los usuarios a la racionalización del recurso ante los cobros marginales causados por el despilfarro.

			Nordhaus y Tobin(22) proponen que la “explotación” de los recursos debe ser en función de un valor económico equiparable a las tasas de retorno de otras formas de capital. Es decir, debe estimarse el costo económico del uso de los recursos hídricos, ya que el manejo por abastecimiento y saneamiento tiene costos económicos que de alguna manera tienen que ser cubiertos para seguir contando con “agua de calidad para consumo humano”; independientemente de, si el servicio es brindado por organismos públicos y/o privados.

			A raíz de la escasez del agua, la explotación de fuentes alternas ha adquirido un costo mercantil, debido al modelo de Desarrollo vigente basado en el crecimiento económico. De acuerdo con Shiva, este modelo considera que el agua ya no es una propiedad comunal, “la economía globalizada está cambiando la definición del agua: de ser un bien comunal a uno privado que puede extraerse y comercializarse libremente.” Su obtención implica costos: de traslado y saneamiento(23). 

			“El paradigma del mercado considera la escasez del agua como una crisis derivada de que no se comercia el agua. Si esta pudiera trasladarse y distribuirse libremente en los mercados libres, se transferiría a las regiones de escasez y el alza de los precios conduciría a la conservación… cuando los precios son más elevados, tendemos a consumir menos cierta mercancía y buscar otras vías [para] lograr los fines deseados. El agua no es la excepción”(24). 

			La autora argumenta que el supuesto de mercado, que equipara al agua como un bien mercantil, no considera ni el impacto ecológico ni la inequidad entre los países pobres y ricos, mucho menos la inequidad al interior de una nación como México en la cual la apuesta ha sido el impulso a sectores agrícolas y pecuarios tecnificados dejando bajo “el rezago” a aquellos que no pueden sortear criterios de autogestión y eficiencia económica(25). 

			De existir dichas consideraciones, se evidenciarían los límites económicos que los países en vías de desarrollo tendrían para adquirirla. Por otra parte, ya desde la década de los años sesenta se discutía sobre la equivalencia económica de la explotación de los recursos, sin proponer mecanismos de restitución ante una posible escasez. En este sentido Harold Winter(26) sugiere que hay que pensar sobre los recursos buscando una equivalencia monetaria, en especial del agua, ya que este recurso impacta directamente en el desarrollo de los países. El agua, pertenece al grupo de recursos naturales renovables, y su valoración económica puede realizarse de acuerdo a la función que cumple: bien final de consumo, bien intermedio de producción o bien de capital(27). 

			La consideración de que el agua en el ciclo de oferta y demanda es porque a pesar de ser un bien social, es un bien que cubre necesidades, es un satisfactor trasladable, reciclable y susceptible a poseer un valor económico. La atribución de valor económico se debe a que su manejo genera costos económicos. En una situación contraria, en donde el agua es tan abundante y tiene buena calidad para consumo humano, no sería necesaria la atribución de costos ni mucho el menos el alza de los mismos. Cuando la oferta excede la demanda se puede decir que el recurso no es escaso, esto por principios económicos de oferta y demanda.

			En el supuesto anterior, el problema se reduciría a poner el recurso a disposición de los usuarios y garantizar un reciclado óptimo con el fin de evitar su desgaste. Pero si acontece una situación contraria en la que la demanda excede la oferta, entonces se debe pensar en aplicar el sistema de precios con el fin de igualar la demanda con la oferta mediante el “establecimiento de un precio de equilibrio”(28).

			Debido a la connotación económica que el líquido adquirió a lo largo del siglo XX, los países que enfrentan crisis del agua buscan mecanismos económicos para la gestión sustentable del recurso. Al llegar al siglo XXI, casi todas las naciones del planeta se encuentran inmersas en los problemas del agua, debido a la utilización irracional de dicho recurso.

			Ante la escasez, los gobiernos tratan de implementar mecanismos de acción tanto para el manejo coordinado como para la sustentación económica de la prestación del servicio de agua potable, partiendo de la idea de que el agua, por ser un recurso escaso, debe ser “un bien de primera necesidad” accesible a todos, sin que el costo se vuelva una limitante para su adquisición. “El agua ya es una “mercancía” escasa en gran parte de las zonas habitadas del mundo y manejar exitosamente el ciclo continuo de inundaciones y sequías se ha convertido en una tarea muy difícil debido a la gran demanda del líquido...”(29).

			La atención a esta problemática es un asunto complejo que requiere: la aplicación de soluciones acordes a la capacidad económica, al consenso social y político, y principalmente, criterios sustentables. Una solución errónea puede ocasionar daños irreversibles, como desajustes ecológicos, pérdida de dinero público cuando los proyectos quedan inconclusos; querellas políticas entre diferentes entidades, si no se cumplen con los pactos de uso equitativo, entre otras cosas(30). 

			De acuerdo con Eva Kras y Ove Simons(31), las políticas de desarrollo industrial, el crecimiento poblacional y la búsqueda de mejores niveles de bienestar son factores, que aunados a la falta de racionalización del líquido, generan problemas de escasez de agua y de desequilibrio.

			La gestión del agua en el siglo XXI se enfrenta a un escenario en donde las relaciones entre actores institucionales de una misma región se tornan conflictivas independientemente de que las políticas públicas se implementen de forma centralizada o descentralizada o si el manejo público se torna a privado; de tal suerte, las relaciones entre gobiernos tienen que hacer frente al manejo de conflictos originados por una escasez originada por el uso irracional y por la falta de políticas destinadas a un saneamiento eficaz del agua.

			Por todo lo expuesto en este apartado, se concluye que el agua es un bien social que por su escasez se recurrió a equiparar como un bien económico. Porque su manejo y distribución generan costos para la prestación del servicio de carácter económico. La concepción de equipararlo como bien económico radica en que la abundancia en un lugar puede satisfacer la escasez en otro si se utilizan mecanismos económicos para el intercambio o cooperación.

			Ahora bien, el recurso hídrico como servicio público es considerado a partir de tres doctrinas jurídicas del Derecho Administrativo y, según estas se adapten al nivel de libre mercado que un estado haya propuesto en su política de desarrollo, entonces el manejo tenderá a ser de carácter público, privado o una variante de ambos tipos de intervención. 

			La argumentación a partir de los estudios de caso

			En el primer capítulo “De la Regulación a la Privatización y viceversa: la gestión del agua en España y Gran Bretaña”, Juan Manuel Matés-Barco analiza la dinámica de la industria hídrica. En cuanto a la inversión, debido a que resulta ser una erogación económica elevada en rubros de activos duraderos para garantizar el abasto de agua, se entiende este recurso como un bien insustituible. Asimismo, el autor enfatiza el carácter de universalidad y la continuidad en el suministro hacia el uso humano y sus actividades, finalmente recalca la naturaleza de monopolio natural que define todo el proceso en el manejo hídrico.

			“Entendiendo la privatización del agua”, por Alberto Ruiz-Villaverde, plantea inicialmente el supuesto de que la mayor parte de países industrializados ha hecho cambios normativos que han estimulado la privatización de un número importante de servicios municipales desde el último cuarto del siglo XX. Normalmente, los cambios normativos se han orientado a ceder la responsabilidad de elección a los gobiernos locales, de manera que en las últimas décadas, unos municipios han optado por la externalización de la gestión de los servicios, mientras que otros no. A lo largo del capítulo resuelve la incógnita sobre qué factores explican que unos gobiernos locales opten por la contratación externa y otros no. Para tal análisis se proponen dos objetivos: plantear una reflexión sobre la tendencia cíclica asociada a la gestión urbana del agua y revisar las principales causas que han motivado los procesos de (re)privatización de la gestión de los servicios urbanos de agua, desde el último cuarto del siglo XX. 

			“Titularidad del proveedor y eficiencia en el servicio urbano de aguas”, por Marta Suárez-Varela Macià inicia la exposición asentando que el agua es un bien de mérito que sirve a objetivos económicos, medioambientales y de desarrollo social y que genera, también, importantes externalidades. Estas surgen como resultado de la premisa: abastecer de agua para satisfacer las necesidades humanas. En un esquema de manejo en donde existe regulación sobre su uso y ante intereses, en ocasiones antagónicos. El supuesto teórico al que se recurre en el capítulo en cuestión es que el agua es un bien económico que presenta simultáneamente rasgos de bien público y privado. El planteamiento se apuntala en el argumento referente al debate acerca de qué forma de titularidad de la gestión de los servicios de agua, pública o privada, se muestra superior. Esta cuestión ha sido recurrente durante las últimas tres décadas.

			En “El abastecimiento de agua en Málaga (1860-1930): de negocio privado a servicio público”, por Víctor Manuel Heredia-Flores, el autor inicia a partir de un hito histórico en cuestión del manejo hídrico referente a la modernización de los sistemas de abastecimiento de agua y sus modelos de gestión. Señala que, con la industrialización, el agua se convirtió en un producto de la economía de mercado y, por tanto, en un bien mercantil que necesitaba grandes inversiones y podía reportar pingües beneficios. La evolución hacia un sistema de suministro universal domiciliario de agua potable ha presentado desde entonces notables cambios desde varios puntos de vista: técnico, económico, político, jurídico y empresarial. Al corpus analítico añade un problema que ha sido reiterativo en los estudios del agua a nivel global, como una característica del servicio público referente al manejo que según el autor es una particularidad fundamental del servicio, la cual versa sobre la total ausencia de controles sanitarios y de adecuados sistemas de saneamiento, por lo que las aguas negras terminaban por contaminar los pozos y los manantiales subterráneos.

			En “‘Del balneario a la mesa’: la industria del agua envasada en España, 1875-2016”, Elvira Lindoso-Tato y Margarita Vilar-Rodríguez, de manera muy elocuente y por demás interesante, estudian el proceso por el cual transita el uso del recurso hídrico. Desde la concepción ligada al desarrollo de los balnearios que se establecieron de forma intensa desde principios del siglo XIX, en donde cabe destacar el surgimiento de negocios de agua termal que consideraron el embotellamiento de dichas aguas para su uso higiénico doméstico y hasta la evolución del agua de mesa embotellada. Desde una perspectiva histórica, España ha escalado posiciones en el subsector del agua envasada y se encuentra, hoy en día, en los primeros puestos de países tanto en producción como en consumo de agua embotellada.

			“La gestión del agua en las ciudades de México, una retrospectiva en torno a la descentralización”, por José Juan Pablo Rojas-Ramírez, Alicia Torres-Rodríguez y Alejandro Díaz Guzmán, expone el caso del manejo del agua en las ciudades de México, desde una perspectiva analítica e histórica. Los autores parten del argumento de que la gestión del agua potable en las urbes, desde el último periodo de gobierno anterior a la Revolución mexicana, ha transitado por dinámicas que centralizaron, en momentos clave de su historia, las pautas de acción pública orientadas al desarrollo industrial, la modernización del espacio urbano y el fomento del desarrollo rural, como base primaria para el desarrollo del país, a la par de la estructuración de las bases constitucionales para propiciar la descentralización, al menos en papel. El esfuerzo por industrializar el país y la incorporación posterior de los criterios sociales y ambientales ha estructurado las políticas destinadas al abasto de agua de las ciudades mexicanas y con ello ha devenido un proceso que complejiza la actuación pública de los diferentes ámbitos de gobierno. 

			“La ciudad y la falta de agua. Zacatecas en el siglo XIX”, Evelyn Alfaro Rodríguez, la autora analiza históricamente el proceso de abastecimiento en la citada ciudad mexicana. Centra su estudio en el momento en el que las autoridades municipales y estatales recurren a la contratación de empresas privadas, que proponen un cambio en el sistema de abasto urbano. Empresas que nunca llegaron a concluir los contratos establecidos y por tanto dejaban a la población sin líquido. Agua había pero faltaba un adecuado sistema de distribución y una mejor vigilancia y administración, que dejara de lado los intereses particulares de la clase política zacatecana.

			Sobre esta misma ciudad, José Raúl Reyes-Ibarra presenta un trabajo titulado “El aguador y el abasto urbano en la ciudad de Zacatecas, México (1887-1910)”. Como bien señala, el suministro de agua estuvo sujeta al uso de cajas de agua, las cuales surtían a las fuentes y pozos públicos, acueductos y acequias. Bajo estos términos, el sistema de distribución quedó circunscrito al uso de aguadores, quienes al igual que en la época colonial, durante el siglo XIX y principios del XX, realizaban la venta ambulante del líquido obtenido de arroyos, fuentes y pozos públicos para distribuirlo por las calles de la ciudad. Entre los objetivos de su investigación, analiza el papel desempeñado por el aguador en el abastecimiento urbano de la ciudad de Zacatecas, durante el periodo mencionado. En esta línea estudia algunos aspectos específicos de periodo novohispano, con el fin de explicar las deficiencias y los problemas de escasez a los que se enfrentaron los vecinos de la ciudad de Zacatecas.

			El último capítulo aborda “Los efectos del desarrollo urbano e industrial de la ciudad de México sobre el municipio de Naucalpan de Juárez, Estado de México, 1890-1990”. Su autora, Rebeca López Mora, expone el caso de este municipio, que fue incorporado a la zona metropolitana de la ciudad de México a mediados del siglo XX. Este proceso, conocido como metropolización y que se presentó durante el denominado ‘desarrollo estabilizador’, se analiza bajo la metodología del Metabolismo social, como una transición que va del sistema agroecológico hacia un metabolismo industrial. Los cambios metabólicos provocaron una transformación en las fuentes tradicionales de sustento hídrico (agua del Río Hondo), las cuales resultaron insuficientes para cubrir la demanda urbano-industrial. El crecimiento urbano trajo un aumento poblacional inusitado, por lo que la demanda de agua no pudo ser cubierta de forma igualitaria. La extracción de agua subterránea y la importación del recurso hídrico por medio de los sistemas Lerma y Cutzamala ampliaron el caudal que llegó al municipio, pero las medidas políticas no evitaron la ocupación ilegal de la tierra, lo cual impidió el tendido de redes y un cobro adecuado del servicio. 

			Bibliografía 

			Apter, David 1979: «Poder político y Gobierno», en Shills, Edward, Enciclopedia Internacional de ciencias sociales, Madrid, Aguilar, pp. 71-85.

			Ávila García, Patricia (editor) 2002: Agua, Cultura y Sociedad en México, Zamora, El Colegio de Michoacán.

			Ávila García, Patricia (editor). 2003: Agua, medio ambiente y desarrollo en el siglo XXI, Zamora, El Colegio de Michoacán.

			Barreto Moreno, Antonio Alejandro 2011: «La teoría del servicio público y su aplicación real en materia de acueducto durante la década de los treinta», Opinión Jurídica, vol. 10, n. 20, 63-84. 

			Bobbio, Norberto 2009. Estado, Gobierno y Sociedad: por una Teoría general de la Política, México D. F., Fondo de Cultura Económica, pp. 68-187.

			Camdessus, Michel; Badré, Bertrand; Chéret, Ivan et al. 2006: Agua para todos, México, FCE.

			Duguit, León 1926: Manual de derecho constitucional, (2ª edición española), Madrid, Librería Española y Extranjera.

			Hall, David; Lobina, Emanuele 2006: Water as a public service, PSIRU, Business School, University of Greenwich. http://www.psiru.org/sites/default/files/2007-01-W-waaps.pdf 

			Kras, Eva y Simons, Ove 2001: «¿Qué tan importante es el agua? Desarrollo sustentable y recursos naturales». Renglones 49, Tlaquepaque: ITESO, agosto-noviembre, año 16, 15-32.

			Maltos, Y. Juan de Dios 2005: Análisis económico de la propuesta de modificación de la ley de aguas de 1906, República de Bolivia. Montevideo, UNESCO- PHI.

			Nordhaus, W. D. y Tobin, J. 1973: «Is Growth obsolete?» Economic growth, fiftieth anniversary colloquium, V. New York, NBER.

			Rangel Guerrero, Christi 2003: Economía Pública Multijurisdiccional. Modelos teóricos y el caso español como experiencia práctica, Madrid, Consejo Económico y Social.

			Rojas Ramírez, José Juan Pablo 2013: «Dilemas del desarrollo regional hidráulico al interior de México: Conflictos en la gestión regional del agua y nueva fórmula política en la Cuenca Lerma-Chapala», HiSTOReLo. Revista de Historia Regional y Local, 5 (9), 318-349. http://dx.doi.org/10.15446/historelo.v5n9.36208

			Ruiz-Villaverde, Alberto 2013: «Reflexiones sobre la gestión de los servicios urbanos del agua: Un recorrido histórico del caso español», Agua y Territorio, 1, 31-40.

			Shiva, Vandana 2003: Las guerras del agua, México, Siglo XXI.

			Winter, Harold 1960: Trade-offs; An introduction to economic reasoning and social issues, Chicago, University of Chicago Press.

			Wright, Deils 1997: Para entender las Relaciones intergubernamentales, México, FCE. 

			Web

			http://www.ilo.org/global/industries-and-sectors/utilities-water-gas-electricity/lang--es/index.htm 

			http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/servicio-publico/servicio-publico.htm 

			

			
				
					1. Shiva, 2003.

				

				
					2. Bobbio, 2009.

				

				
					3. Apter en Shils, 1979, 73. Bobbio, 2009, 86-187.

				

				
					4. Apter en Shils, 1979, 73.

				

				
					5. Enciclopedia jurídica, 2018.

				

				
					6. OIT, 2018.

				

				
					7. Hall y Lobina, 2006, 5.

				

				
					8. Hall y Lobina, 2006, 3.

				

				
					9. Hall y Lobina, 2006.

				

				
					10. Hall y Lobina, 2006, 4.

				

				
					11. Barreto Moreno, 2011, 68.

				

				
					12. Duguit, 1926, 8.

				

				
					13. Rojas, 2013, 321-326.

				

				
					14. Shiva, 2003.

				

				
					15. Winter, 1960, 15.

				

				
					16. Shiva, 2003. Ávila, 2002. Rojas, 2013.

				

				
					17. Rojas, 2013.

				

				
					18. Rojas, 2013, 327.

				

				
					19. Rojas, 2013.

				

				
					20. Shiva, 2003, 27.

				

				
					21. Camdessus, Badré, Chéret et al, 2006.

				

				
					22. Nordhaus y Tobin, 1973.

				

				
					23. Shiva, 2003, 32. Rojas, 2013, 319.

				

				
					24. Shiva, 2003, 32.

				

				
					25. Shiva, 2003, 37.

				

				
					26. Winter, 1960.

				

				
					27. Maltos, 2005.

				

				
					28. Ugarte en Díaz, 1991, 99.

				

				
					29. Biswas en Ávila, 2003, 35.

				

				
					30. Rojas, 2006.

				

				
					31. Kras y Simons, 2001, 34-41.

				

			

		

		
			
			

		

	
		
			
			

		

		
			De la Regulación a la Privatización y viceversa: La gestión del agua en España y Reino Unido

			Juan Manuel Matés-Barco(1)

			Universidad de Jaén 

			Resumen 

			La regulación económica de las industrias de red ha sido un tema relevante de estudio en las últimas décadas. La implantación del abastecimiento de agua —en sus diversas etapas— ha generado la aparición de una compleja trama legislativa y económica, que ha provocado un cambio en la aplicación del concepto de servicio público. El viejo monopolio de titularidad estatal ha dejado paso a un sistema de regulación, que trae consigo un nuevo proceso de organización. La competencia de los mercados, la eficiencia y el papel que juegan empresas y ayuntamientos, son algunas de las características de este inédito planteamiento. Este trabajo se propone analizar la evolución que ha experimentado la regulación de este servicio entre mediados del siglo XIX y las últimas décadas del siglo XX. Con este fin, se estudian especialmente los casos de Gran Bretaña y España. La metodología empleada ha consistido en analizar los numerosos estudios publicados sobre la gestión del agua en ambos países. Con esa información se ha examinado el proceso evolutivo que ha experimentado este servicio público, tanto desde el punto de vista legislativo como organizativo. 

			Palabras clave: Regulación, Industria del agua, monopolio natural, abastecimiento de agua potable, España, Gran Bretaña. 
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			From Regulation to Privatization, and vice versa: Water supply in Spain and the United Kingdom 

			The economic regulation of network industries has been a relevant research issue in the last decades. The establishment of drinking water supply —at its diverse stages—, has generated the appearance of a complex legislative and economic frame, which has provoked a change in the implementation of the concept of “public service”. The old monopoly of state ownership has led into a regulation system which involves a new organization process. Market competition as well as the efficiency and the role that companies and city councils play are some of the characteristics of this unprecedented plan. This paper is aimed at analysing the evolution of the regulation of this service between mid-nineteenth century and the last decades of the twentieth century. To this end, the cases of Britain and Spain are especially studied. The methodology used has been to analyze the numerous published studies on water management in both countries. This information has examined the evolutionary process experienced by this public service, both from a legislative and an organizational point of view. 

			Key Words: Regulation, Watter industry, Watter supplies, natural monopoly, drinking water supply, Spain, Great Britain. 

			JEL Codes: L5, L51, L9, L95, L97, L98. 

			
1. Introducción(2) 


			La industria del agua cuenta con unas características peculiares que la convierten en un sector especialmente interesante para su estudio. En primer lugar, sobresalen sus elevadas inversiones en activos muy duraderos que no tienen usos alternativos. En segundo, el suministro de agua es un bien de primera necesidad que debe contar con unas exigencias de calidad y control sanitario. En tercer lugar, cabe destacar aspectos esenciales como la universalidad y la continuidad en el suministro. Por último, su característica de monopolio natural le otorga un mercado cautivo en el que la competencia está muy regulada y es necesaria una exclusiva reglamentación(3).

			La expansión y modernización de las industrias de red está exigiendo la incorporación de nuevas pautas de gestión y reglamentación. El liderazgo de Europa Occidental se ha manifestado en el trasplante de sus modelos de gestión de servicios públicos a otros países. Por un lado, ha destacado la experiencia de Francia que se distingue por la descentralización municipal, la presencia de la empresa privada y la existencia de competencia a través de la licitación y los contratos de concesión. Por otro, ha resaltado el modelo británico que se ha caracterizado por la privatización de los agentes que prestan el servicio —con el fin de aprovechar las economías de escala—, y por la creación de un sofisticado sistema de regulación económica(4).

			En España, que en buena medida ha imitado el modelo francés, el desarrollo del abastecimiento de agua potable adoptó la titularidad pública por parte de las administraciones locales, pero con la cesión de la gestión a una empresa privada(5). Este sistema conoció un proceso de ida y vuelta, hasta terminar en un sistema de concesiones a empresas tanto públicas como privadas. La regulación es una técnica cada vez más utilizada en las políticas públicas. El control directo de los servicios ha sido reemplazado, a través de las concesiones, por los contratos con empresas privadas que los prestan en régimen de monopolio. 

			Los enfoques sobre la regulación son múltiples y han generado un amplio debate académico(6). La literatura académica, especialmente la británica y la norteamericana, ha tratado la regulación económica desde perspectivas muy diversas. Algunos autores han remarcado la necesidad de la intervención del Estado para suavizar los fallos del mercado, especialmente por la presencia de monopolios u oligopolios. Este control se ha promovido a través de la regulación estatal, para evitar las deficiencias de los agentes privados y posibles riesgos sistémicos de la economía(7). Otros han mostrado las deficiencias del intervencionismo público —estatal, regional o municipal—, por los problemas de agencia(8).

			En España son abundantes los estudios, tanto desde la perspectiva del Derecho Administrativo como de la Economía(9). Desde la década de 1990 se ha incrementado la tendencia partidaria de reducir el sector público, con el consiguiente fomento de la privatización, debido a la preocupación por alcanzar una mejora en el funcionamiento de los servicios públicos. Términos como estatalización y monopolio comienzan a cuestionarse y aparecen conceptos nuevos como regulación de la competencia, organismos reguladores y despublificación(10). El continuo cambio social, técnico y económico promueve variaciones en los métodos de gestión y se buscan fórmulas que regulen adecuadamente estas actividades mercantiles.

			Para desarrollar este trabajo la metodología empleada ha consistido en analizar los numerosos estudios publicados sobre la evolución de la gestión del agua, tanto en Gran Bretaña como en España. Asimismo, este capítulo pretende mostrar los cambios experimentados en ambos países sobre el proceso de control y regulación del servicio de abastecimiento de agua potable. 

			Tras esta introducción, se aborda en el segundo epígrafe una breve referencia a los principales estudios sobre regulación. El tercer apartado describe la incidencia del cambio tecnológico en las industrias de red. El cuarto punto muestra el caso británico como campo de experimentación del proceso regulador. A partir de aquí el trabajo se centra en España y en el quinto se abordan los factores que han determinado el crecimiento de la oferta y demanda en el abastecimiento de agua. Desde una perspectiva histórica, en el sexto epígrafe, se describe el proceso de acumulación de competencias por parte de los municipios españoles. En los apartados siguientes se estudian las principales fases del marco institucional, la utilización de la técnica de la concesión como vía de entrada de la gestión privada y el proceso de cambio que ha ido experimentando este servicio público en España. Por último, tras breves conclusiones se finaliza con una detallada bibliografía. 

			
2. Regulación y privatización: un análisis teórico 


			En Europa, en las primeras décadas del siglo XX, la organización de las industrias de red ha estado determinada por la situación económica y la evolución tecnológica que se dio en esos años(11). El liderazgo occidental en el sector ha sido evidente por los elevados niveles de calidad, cobertura, búsqueda de equidad social y protección del medio ambiente. Los estudios sobre la industria del agua en Francia y Gran Bretaña gozan de gran tradición en la historiografía contemporánea. Centrados en el siglo XIX, han sido referencia básica los trabajos de Hassan analizando su impacto en la economía británica; y los de Millward sobre la aparición de los monopolios y su regulación en mercados competitivos, mostrando que las cuestiones de carácter político o ideológico no tuvieron tanta relevancia en el modelo implantado(12). Por su parte, Brown, Guillerme, Goubert y Simson estudiaron la implantación de los abastecimientos, especialmente en las principales ciudades europeas(13). En fechas más recientes, la privatización de la industria del agua en Inglaterra y Gales ha provocado multitud de estudios, desde perspectivas muy diferentes, sobre la regulación de los servicios públicos.

			Desde una óptica histórica, Sheail ha realizado un interesante estudio sobre el poder que ejerció el Ministerio de Sanidad en Gran Bretaña para llevar a cabo diversos proyectos en el período de entreguerras. En las tres fases que señala se aprecia la disciplina impuesta para regular la conservación del recurso y la prestación del suministro. Asimismo, vislumbra esta etapa como claro precedente de las políticas reguladoras de las décadas siguientes(14). En esta vía inciden Richardson, Maloney y Rüdig cuando afirman que la dinámica de cambios en la política regulatoria tiene sus raíces en los problemas de gestión detectados en 1973; sin olvidar, que ha estado muy influida por factores tecnológicos, en detrimento de los criterios políticos y económicos(15).

			Cowan, prolífico estudioso de la privatización y regulación del agua, ha mostrado la complejidad de los controles de precios y la dificultad para armonizar normas que defiendan el medio ambiente y permitan la conservación del recurso. A su vez, recalca cómo la regulación genera fallos en el mercado por los múltiples factores que convergen en la industria del agua(16). Por su parte, Yarrow ha señalado la torpeza de privatizar industrias estratégicas y de marcado carácter social como el abastecimiento de agua. Las razones esgrimidas por los gobiernos británicos —simplificar y agilizar la administración pública, así como activar el mercado de capitales—, considera que no son argumentos suficientes. Con todo, destaca algunos impactos positivos como la mejora en el nivel de eficiencia en la prestación del servicio, el saneamiento de las finanzas públicas y el aligeramiento de la administración pública con la transferencia de trabajadores al sector privado(17). 

			El nivel de eficiencia es otra de las cuestiones más estudiadas en la regulación de la industria del agua. Melville ha mostrado los rasgos más significativos de la estructura del sistema regulatorio. Por un lado, la exclusión de los clientes en la toma de decisiones; y por otro, la posición privilegiada de los inversores. El establecimiento de reglas viene impuesto por el predominio de técnicos muy influidos por criterios económicos —eficiencia, rentabilidad…—, y que soslayan valores propios de los servicios públicos como la protección del consumidor(18). Un paso más lo ha dado Sawkins evaluando los efectos de la regulación en empresas dedicadas al abastecimiento de agua. Su estudio muestra que las disposiciones adoptadas por el regulador económico incidieron de forma positiva en las expectativas de los inversores en el mercado de acciones(19). 

			En esta misma línea de trabajo, Hunt y Link han realizado análisis empíricos para examinar su eficiencia tras la privatización. En síntesis, el nivel de eficiencia no ha tenido efectos significativos por la pérdida de economías de alcance y ha supuesto un quebranto importante para los consumidores. Las ganancias que se puedan obtener por una eficiencia más dinámica no equilibran las desventajas que surgen con la privatización(20). Por el contrario, Hanke y Walters encomian la existencia de mayor eficiencia en la gestión privada y traen a colación las viejas ideas de Chadwick sobre la necesidad de subastar los derechos de concesión a las empresas privadas. Este «modelo francés» —competencia en la entrada—, puede generar beneficios sustanciales para los consumidores y mayor control de la administración pública(21). Por su parte, Lynk ha cuestionado que el poder del mercado genere de forma automática mayor equidad y eficiencia(22). Una alternativa la presentan McMaster y Sawkins estudiando la posible viabilidad de un sistema de franquicia en la industria del agua en Escocia. En síntesis, tras un análisis de la economía institucional de Williamson, muestran las dificultades que existen para desarrollar contratos suficientemente atractivos para introducir operadores del sector privado(23).

			Kim y Clark, desde la perspectiva de las economías de escala y alcance en el servicio de agua, han mostrado su variación según el tipo de población. La curva de rendimientos comienza a ser negativa en la medida que se producen incrementos excesivos de la red, al mismo tiempo que las economías de escala obtenidas en el tratamiento se pierden en la distribución del agua. Además, señalan que los servicios de agua potable, ante la ausencia de regulación, no muestran tendencia a comportarse como un monopolio natural(24). McGuinness y Thomas, tras analizar las estrategias de diversificación de las compañías de agua privatizadas en Inglaterra y Gales, han mostrado que algunas experiencias han sido negativas. En cualquier caso estas acciones se deben entender como parte de un proceso de aprendizaje que implica, por un lado, el descubrimiento y valoración de las actividades principales; y, por otro, un mejor conocimiento de las limitaciones corporativas y estratégicas de las empresas(25).

			Willner y Bradburd han polemizado sobre la necesidad de privatizar los monopolios naturales. Para el primero, la elasticidad de la demanda y diferencias de eficiencia, generan una reducción de la calidad en la prestación del servicio. Por su parte, Bradburd hace hincapié en la estabilidad reguladora e institucional, como estrategia que anime a las compañías a realizar inversiones sustanciales en la mejora de la calidad de los servicios que prestan(26).

			Por último, han tenido especial relevancia los estudios de Byatt sobre regulación económica desde la perspectiva de los precios y las tarifas(27). Asimismo, Beesley ha analizado el proceso de fusiones y la nueva estructura regulatoria implantada en Gran Bretaña. A su parecer, el nuevo marco ha generado que la competencia se produzca en la lucha por el control de las compañías, al mismo tiempo que el mercado permitirá una gestión más eficiente(28). En esencia, algunos autores proponen eliminar el carácter de monopolio(29); mientras que otros han abogado por la liberalización de los mercados y la reducción de barreras de entrada(30).

			En resumen, diversos autores cuestionan la privatización y muestran que la gestión del agua es más eficiente con la propiedad pública, puesto que las economías de escala y alcance permiten mayor capacidad a los organismos estatales(31). La disgregación de funciones, especialmente las referentes a cuestiones medioambientales, afecta negativamente a las empresas privadas. En cualquier caso, el aspecto más relevante es la estructura del mercado en el que deben operar las empresas. Ante la ausencia de competencia, la regulación permite que la administración pública controle a las empresas, al mismo tiempo que defiende y supervisa los derechos de los usuarios. De este modo, la prestación del servicio de agua pasa de un monopolio público a un monopolio privado regulado. El regulador controla el mercado y liberaliza parte de las actividades que conlleva la prestación del servicio. La construcción de una red alternativa reduce el aprovechamiento de las economías de escala, pero la «regulación de este monopolio natural» puede permitir la existencia de diversas formas de competencia. 

			3. El cambio tecnológico 

			El nuevo enfoque en la regulación del abastecimiento de agua potable, ha venido propiciado por el cambio tecnológico experimentado en las industrias de red. Las empresas de abastecimiento de agua acusan cierto desajuste entre la oferta tecnológica y el organigrama funcional. La tecnología ha avanzado en los últimos años, especialmente con la aparición de gestores de bases de datos y los Sistemas de Información Geográfica. Por el contrario, la organización de las empresas se encontraba anclada en estructuras superadas. Este desfase tiene cierta justificación puesto que las empresas de agua están obligadas a satisfacer tres aspectos esenciales del abastecimiento: ubicuidad, instantaneidad e inmediatez. La prestación de un servicio continuo y permanente impide en ocasiones renovaciones de cierta envergadura. Las redes tienen una estructura mallada y una topología en árbol que dificulta las obras de mantenimiento y reparación. Seguridad sanitaria y rentabilidad son otros dos conceptos básicos en la gestión del sistema. 

			Existen razones que explican la escasa innovación tecnológica que ha existido en el servicio de abastecimiento de agua potable. La primera de ellas radica en la exigua o nula competitividad en su prestación; la segunda en el constante crecimiento de la demanda; y la tercera en los elevados costes que suponía el cambio tecnológico. Sin embargo, en las últimas décadas diversos factores —económicos, normativos y relacionados con la calidad del servicio—, han promovido la aplicación de nuevos estándares tecnológicos con el objetivo de mejorar la gestión y la eficiencia económica.

			La innovación tecnológica ha sido muy reducida por la escasa confianza de los gestores y porque los sistemas no contaban con la credibilidad suficiente para desencadenar cambios radicales en los métodos de gestión. En muchos casos, la intuición o el afán de modernidad, han sido los causantes de la implantación de estas aplicaciones tecnológicas, pero pocas veces han llegado a cuajar en los procesos productivos de las empresas. En los Sistemas de Información de Gestión de Redes existen dos modelos. Por un lado, el alfanumérico tradicional de tratamiento masivo de información, especialmente todo lo referente a consumidores y facturación. Por otro, los sistemas ligados a la operación y explotación de la red de distribución. En este último campo es donde se están llevando a cabo cambios importantes. Su ámbito se extiende desde que se toma el agua para transferirla a las redes hasta que llega al contador de cada consumidor. En buena medida, estas innovaciones han sido las causantes de los nuevos procesos de regulación y gestión que se están dando en la prestación del servicio. 

			4. La experiencia británica 

			A raíz de la crisis de 1979 los países europeos encaminaron sus políticas económicas en frenar la inflación mediante la restricción de la oferta monetaria. A su vez, promovieron un fuerte incremento de la carga impositiva a los ciudadanos, subidas de los tipos de interés, una mayor desregularización de la economía y una progresiva reducción de las prestaciones sociales(32). En este contexto, a partir de 1980, se aprecia una oleada de privatizaciones en Europa. El traspaso a agentes privados de actividades gestionadas por el sector público, se convirtió en una de las principales estrategias económicas que adoptaron buena parte de los gobiernos europeos. Esta tendencia se aprecia especialmente en los servicios públicos y tiene su origen en diversas causas, que responden a un conjunto de interacciones económicas, financieras e ideológicas(33). En Gran Bretaña, una de las principales razones que explica el proceso privatizador estriba en la necesidad de obtener ingresos para la Hacienda Pública. Por otra parte, también tuvieron un papel relevante cuestiones como la eficiencia en la gestión, la extensión de las sociedades por acciones y el debilitamiento de los sindicatos(34). A continuación se describe el caso británico por la relevancia que ha tenido y la abundancia de estudios que ha generado. El proceso de privatización llevado a cabo en Gran Bretaña, tanto desde una perspectiva teórica como desde el análisis de sus resultados, no ha sido una referencia en el modelo regulador postulado en España en las últimas décadas, pero ha tenido una clara correlación con el debate surgido sobre los servicios públicos. 

			4.1. La industria del agua en Gran Bretaña antes de la privatización 

			En 1970, en Inglaterra y Gales, existían 198 compañías suministradoras de agua. La mayoría eran empresas públicas municipales y solo 33 eran privadas. El servicio de saneamiento —alcantarillado y depuración de las aguas residuales—, también estaba gestionado por 1.300 empresas públicas municipales. Por otra parte existían unos organismos —River Authorities—, con diversos cometidos: conservación, drenaje, contaminación, zonas de pesca y construcción de embalses. Estos 29 organismos otorgaban las concesiones para usos del agua y licencias para el vertido de residuales en los ríos. La estructura organizativa se completaba con dos agencias de carácter nacional: la Water Resources Board, dedicada a la investigación, recogida de datos y coordinación de las diversas actividades del sector; y la British Waterways, encargada de los canales y la navegación en algunos ríos(35).

			En 1973 el gobierno conservador emprendió una reorganización de la estructura organizativa. La reforma tenía como objetivo, mediante la utilización de las economías de escala y de alcance, eliminar duplicidades en la gestión y aunar la excesiva fragmentación que contemplaba el sector. Con tal fin, se impulsó la coordinación de los distintos organismos y una mejor integración del aprovechamiento de los recursos. En primer lugar se dividió el territorio de Inglaterra y Gales en diez cuencas y cada una tenía al frente un organismo público —Water Authorities—, que administraba todos los aspectos relacionados con el uso del agua. La gestión integrada de la cuenca del río —integrated river-basin management—, fue el principio que articuló la reforma. Estas entidades asumieron no solo la gestión del suministro y el alcantarillado, sino también tareas de regulación medioambiental, planificación de los recursos, control del tratamiento de agua potable, depuración, así como la conservación de las playas y espacios naturales. Al comienzo de su actividad, las Water Authorities eran organismos públicos pero independientes, que intentaban realizar una tarea de coordinación entre las empresas privadas y las autoridades municipales, regionales y estatales. Con el paso del tiempo, el gobierno británico las privatizó.

			Las autoridades locales perdieron todo el protagonismo y solo tenían capacidad para nombrar algunos miembros de los Consejos de Administración de las Water Authorities. A su vez, las empresas privadas tuvieron controlado su nivel de endeudamiento, las ampliaciones de capital y el reparto de dividendos. Se respetaba su dominio en determinadas zonas y las autoridades de cuenca delegaban en ellas el suministro de agua a las poblaciones. La cuota de mercado de estas compañías, entre 1973 y 1989, se mantuvo en el 23 por 100. En 1978, las Water Authorities se tuvieron que adaptar a las normas establecidas por el gobierno británico para el control de las empresas públicas, es decir: no sobrepasar el límite de financiación externa, control de las inversiones, mayor productividad y cumplir los objetivos financieros del gobierno. Las auditorías realizadas en 1983 mostraron un elevado nivel de ineficacia. Por ello, el gobierno decidió asumir todas las competencias, reducir el número de miembros del consejo de administración y eliminar a los representantes de las autoridades locales. 

			4.2. Privatización y regulación a través de los precios 

			En 1979 el nuevo gobierno conservador centró su actividad en la política de privatizaciones, puesto que se encontraba acuciado por la necesidad de reducir el gasto público y en buena medida influido por las teorías económicas sobre desregulación de Milton Friedman. En 1983 se comenzó con la venta de las grandes empresas públicas que operaban en régimen de monopolio. Sin embargo, varias dificultades postergaron la venta de las entidades que gestionaban el servicio de abastecimiento. En primer lugar, la compleja normativa británica. En segundo, la protesta de los representantes locales que exigían una compensación económica por la venta de sus activos. La tercera dificultad provenía de los reparos que planteaban diversos grupos sociales, ante la cesión a las empresas privadas de las competencias en materia medioambiental. Por último, la rentabilidad de la industria del agua era bastante escasa y no resultaba fácil atraer inversores interesados en ese negocio. En el siglo XIX y buena parte del XX, hacer rentables estas empresas suponía un planteamiento a medio y largo plazo, puesto que resultaba difícil aumentar la demanda de forma inmediata y automática, al mismo tiempo. Era necesario deshacer las viejas costumbres, los antiguos modelos de abastecimiento, las inercias y resistencias de la población; y estas acciones no eran cuestión de unos meses y ni siquiera de unos años. Este panorama se aprecia en Gran Bretaña y España en ese amplio período de tiempo. En la segunda mitad del siglo XX, las circunstancias son distintas, puesto que el intervencionismo del Estado y de las instituciones municipales fue asumiendo la gestión directa del suministro de agua en muchas ciudades; de ahí el recelo existente en los inversores privados para adentrarse en una actividad empresarial muy regulada y controlada por las entidades públicas(36).

			Antes de afrontar su privatización, el gobierno británico concedió la regulación y control de las actividades medioambientales a un organismo estatal (National Rivers Autohrity). De esta forma deshizo la «gestión integrada de las cuencas de río». Las nuevas entidades encargadas de la gestión del servicio —Water and Sewerage Companies—, fueron privatizadas. Para unificar criterios y supervisar la regulación económica del sector se creó un organismo independiente —Office of Water Services (OFWAT)—, que estaba presidido por el Director General de Servicios de Agua. Este proceso privatizador impulsó la creación de un marco regulador en el que estaban inmersas las diez compañías —las antiguas Water Authorities—, y otras 29 empresas que abastecían a un 25 por 100 de la población. Asimismo, también existían 50.000 pequeños administradores de agua que operaban sin licencia. Este grupo correspondía a pequeñas empresas privadas que abastecían minúsculos núcleos de población y a consumidores que tenían su propia fuente de suministro, aunque con el paso del tiempo muchos se han integrado en las grandes compañías(37).

			En Gran Bretaña, la limitación de precios es la norma esencial que articula el nuevo marco regulador, vinculada a la tasa de inflación y viene marcada por el Índice de Precios al Consumo. Este mecanismo de control tenía como finalidad impedir que las empresas ejercieran su pleno dominio sobre el mercado. Dentro de un pequeño margen de libertad, las empresas establecen sus tarifas bajo la supervisión del Director General de Servicios de Agua. Para su aplicación se tiene en cuenta la aplicación de la normativa medioambiental, la cuota de conexión, la tasa de infraestructura, el vertido de residuos industriales, el suministro de agua y el servicio de alcantarillado. En estos últimos, se calculaba teniendo en cuenta si el cómputo se realizaba con o sin contador y debía reflejar la reducción de costes que se imponía a las empresas reguladas. A diferencia del sistema implantado en Estados Unidos, el gobierno británico optó por la limitación de los precios para estimular la eficiencia productiva(38). El control de precios en la industria del agua pretende preservar el equilibrio financiero y económico de las empresas suministradoras. Las elevadas inversiones que realizan son a largo plazo y los empresarios necesitan avales que garanticen unos ingresos suficientes, una rentabilidad razonable y, por tanto, la recuperación de los costes fijos.

			4.3. Empresas, regulación y competencia 

			En Gran Bretaña el modelo de regulación ha sido cuestionado en varios aspectos. Principalmente porque ha permitido que las empresas de abastecimiento y saneamiento de agua diversifiquen sus actividades, entrando en sectores como la distribución de electricidad, televisión, tratamiento de residuos sólidos, etc. Esta estrategia empresarial ha generado desconfianza en las autoridades reguladoras al estimar que posibles descalabros en esos negocios afecten negativamente a la actividad principal(39). Además, las empresas pueden utilizar los beneficios obtenidos —por la regulación existente en el sector del agua—, para ser más competitivos en mercados no regulados. Por otra parte, el organismo regulador tiene dificultades para deslindar los costes de las funciones primordiales —suministro de agua y saneamiento—, de los existentes en los otros servicios.

			La regulación obliga a las empresas a facilitar información sobre su situación económica, la calidad del servicio, restricciones o averías en la red de distribución y rapidez en las reparaciones. Por este motivo se incentiva a las empresas para que adopten comportamientos eficientes, reduzcan costes y mejoren la calidad; e incluso, parte de la tarifa se establece en función de la eficacia en la prestación del servicio. Cada compañía tiene asignada una zona de actuación en la que debe prestar el servicio de abastecimiento y saneamiento. Sin embargo, no tiene derechos exclusivos sobre los usuarios de ese distrito, puesto que una empresa puede realizar el suministro a un consumidor de otra demarcación(40). El gobierno se reservó durante cinco años una «acción de oro» en cada una de las compañías privatizadas, con la finalidad de impedir posibles absorciones o fusiones y evitar que los accionistas tuvieran más del 15 por 100 del capital social. Por último, se han utilizado diversos sistemas para fomentar la competencia entre las empresas de agua: «competencia por comparación», «transporte común» y «límites de zonas». El sistema de licencias y las diversas fórmulas para promover la competencia han tenido un efecto muy limitado(41). 

			En resumen, el caso británico muestra que la regulación juega un papel básico para condicionar el dominio que las empresas tienen del mercado, promover que desarrollen su actividad con la máxima eficiencia e imposibilitar que establezcan unos precios abusivos. 

			5. Oferta y demanda de agua en la segunda industrialización 

			En este epígrafe se realiza un análisis de la oferta y demanda de agua en España, con algunas referencias a Francia y Gran Bretaña. En esencia se pretenden señalar los factores que más determinaron el aumento de la oferta y la demanda en la segunda mitad del siglo XIX y primeras décadas del XX: crecimiento urbano y de la población; renta y nivel de vida; cambio en las costumbres relacionadas con la higiene; aspectos sanitarios vinculados con la salud y las enfermedades; por último, el desarrollo industrial, que los engloba a todos ellos. Este incremento de la demanda exigió nuevas pautas en la gestión y prestación del servicio. 

			5.1. Renta y nivel de vida 

			El crecimiento del nivel de vida que se experimenta en esta etapa fue uno de los factores que contribuyeron al incremento de la demanda de agua potable. La economía española del siglo XIX ha sido presentada como propia de un país atrasado, encerrado en sí mismo, que ha perdido un imperio gigantesco, con una agricultura pobre y una industria escasa. Este perfil señala a grandes rasgos la situación de España antes de la Primera Guerra Mundial(42). Pero junto a los bajos niveles de inversión, la persistencia de la agricultura tradicional y la debilidad de la industria, se produce por vez primera un aumento sostenido del ingreso real por habitante y se dan los primeros pasos en el proceso de modernización de la estructura de la economía española. De ahí, que los términos estancamiento y fracaso no sean los más adecuados; y en cambio, sí el de atraso, concepto compatible con el de crecimiento. El siglo XX presenta características ligeramente similares a las del XIX, aunque en mayor escala: relativo estancamiento en la primera mitad, claro crecimiento en la segunda. El estancamiento aparente de la primera mitad es consecuencia de un crecimiento en el período 1900-1930, y de una larga caída debida a los efectos combinados de la Gran Depresión, la Guerra Civil, y un hundimiento posbélico excepcionalmente largo. La década de 1960 volvió a experimentar un fuerte crecimiento de la renta, que trajo consigo la generalización del servicio(43). 

			5.2. Crecimiento de la demanda de agua potable 

			El crecimiento de las ciudades y de las industrias durante la segunda mitad del siglo XIX necesitaba un incremento paralelo del suministro de agua, una necesidad primaria, tanto para el consumo doméstico, la higiene, la limpieza de la ciudad, como para la industria. En esencia, el aumento considerable de la demanda se debió al incremento de la población y de la industria, pero también al cambio de costumbres relacionadas con la salud. La población, que había dependido de pozos o fuentes, ahora recibía el agua en su propio domicilio y se empezó a generalizar el uso de sanitarios y bañeras. A pesar de esta expansión, el suministro domiciliario no se generalizó hasta bien entrado el siglo XX, primero en las ciudades y después de 1960 en las zonas rurales(44).

			
				
					
						
							
							
							
						
						
							
									
									Cuadro 1. Población en España: Tasas de crecimiento medio anual de la población urbana y la construcción residencial, 1860-1950
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									Fuente: Gómez y Luna, 1986, 3-22. Tafunell, 2005, 455-499.

								
							

						
					

				

			

			Entre 1860 y 1950 el crecimiento demográfico en España fue sustancial. (Cuadro 1). La población española había alcanzado los 16.622.175 habitantes en 1877, en 1930 era ya de 23.563.867, lo que, en números índices, supone pasar de 89 a 127 considerando 1900 = 100. El proceso de transición demográfica española, pese a la epidemia de cólera de 1885 y la de gripe de 1918-1920, contempló un acusado descenso de la tasa de mortalidad y un aumento de la esperanza de vida. Los progresos en las condiciones higiénicas, derivados de la mejora de las infraestructuras urbanas y de la dieta alimenticia, explican esta nueva situación(45). 

			No obstante, la distribución de este crecimiento poblacional no fue homogénea. (Gráfico 1). A comienzos del siglo XX la población española seguía siendo predominantemente rural, pero en 1930 cerca del 40 por 100 de la población residía en poblaciones de más de 5.000 habitantes. Este ritmo acelerado se aprecia especialmente en las áreas metropolitanas de Barcelona y Madrid, que se erigieron en cabeceras de una red jerarquizada de ciudades(46). Este desarrollo urbano exigió la dotación de infraestructuras básicas cuya tecnología fue más accesible a partir de la segunda revolución industrial. Los trabajos de Núñez, González y Tafunell arrojan luz sobre la modernización de las ciudades españolas en las primeras décadas del siglo XX y muestran el proceso de implantación de diversos servicios públicos(47).
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					Gráfico 1. Población urbana en España, (1860-1930): Ciudades mayores de 5.000 y 10.000 habitantes. Fuente: Con datos de Reher, 1994, 1-29.

				

			

			La cantidad de agua no solo era importante para el suministro, sino también porque era el método utilizado para eliminar los residuos. El problema de saneamiento que se originó en Londres por el colapso del río Támesis a mediados del siglo XIX, es un buen ejemplo de las situaciones críticas que padecieron muchas ciudades. En Francia, hasta finales del siglo XIX, no se produjo un intento decidido de resolver el problema de las aguas residuales. En América Latina las pautas fueron relativamente similares(48). Las ciudades de tipo medio, entre 20.000 y 50.000 habitantes, comenzaron a mejorar el sistema de abastecimiento de agua y las redes de alcantarillado. De manera progresiva se fueron eliminando las fosas sépticas y la implantación de la red fue extendiendo incluso entre las poblaciones rurales. La principal función era evacuar el agua de la lluvia y las residuales. El método tradicional fue a través de los ríos y arroyos. Desde un punto de vista tecnológico, los sistemas de alcantarillado estaban menos desarrollados que las redes de distribución de agua potable. Las epidemias de tifus y cólera aceleraron la búsqueda de soluciones para resolver el problema de la evacuación de las aguas residuales(49). 

			La variedad de la demanda obligó a que el suministro fuera continuo y domiciliario. En las primeras décadas del siglo XIX el nivel óptimo de consumo oscilaba alrededor de 20 litros por persona y día. A partir de 1830, en las ciudades británicas y francesas, las cifras se movían entre los 60 y 90 litros, aunque hubo excepciones que rondaban los 250 litros por persona y día. Desde 1880, en Francia, el promedio de la oferta nunca estuvo por debajo de los 100 litros por habitante y día, y existían poblaciones que ofertaban 370 litros. Gran Bretaña, en esos mismos años, contaba con 128 urbes que contaban con unos 140 litros de agua diarios por habitante. En otras ciudades la cantidad podía oscilar entre los 180 y 340 litros. Alemania también era un modelo que se pretendía imitar, al conocer la existencia de 80 núcleos urbanos en los que la distribución de agua llegaba a los 179 litros por habitante y día. El modelo emblemático eran las ciudades americanas. A mediados de siglo, Nueva York se movía en los 1.000 litros por habitante y día; y, desde 1870 eran numerosas las capitales que ofertaban entre los 300 y 400 litros diarios por persona y día(50).

			La legislación española indicó un consumo mínimo que varió en distintas etapas y que osciló entre los 20 y 50 litros, por persona y día, a lo largo del siglo XIX(51). En la Ley de Aguas de 1879 se fijaba la cantidad de 50 litros por habitante y día, de los que 20 debían ser potables. Leyes posteriores establecieron la dotación de agua por habitante y día en los 200 litros para las ciudades y 150 para las poblaciones rurales. Los baños, los jardines, los lavaderos públicos jalonan una evolución progresiva del consumo de agua, pero la lentitud con la que se incorporaron estos nuevos hábitos, hizo que se tardara bastante tiempo en eliminar la insalubridad. El Gráfico 2 muestra la evolución que experimentó la oferta de agua entre 1800 y 1930 en varias ciudades. 
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					Gráfico 2. Evolución de la dotación de agua en ciudades europeas (1800-1930). Fuente: Antolín, 1991, 301-302. Guillerme, 1988, 92-94. Goubert, 1988, 121. Coley, 1989, 271-293. Conillera Vives, 1991, 75-76.

				

			

			En España ciudades importantes mostraron un incremento en la dotación de agua potable. Las principales ciudades son ejemplo del fuerte crecimiento de la demanda, que corrió paralelo al aumento de la población, como se puede ver en el caso de Madrid (Gráfico 3). El Ayuntamiento de Barcelona, en 1889, dispuso como dotación de agua para cada vivienda familiar la cantidad de 250 litros diarios. El aumento del suministro de agua fue patente en las últimas décadas del XIX y primeras del XX, pero el nivel de la oferta seguía estando por debajo de la demanda. El ritmo de crecimiento de la población estaba muy por encima de la oferta existente. Las nuevas costumbres y la insistencia de los higienistas exigían que el suministro fuera cada vez más elevado. A esto había que añadir la creciente demanda para el riego agrícola(52). En Bilbao, la mejora del servicio fue palpable entre 1860 y 1930, y más evidente si se compara con las cifras de agua aportada en 1859, donde se alcanzaban los 9,3 litros por habitante y día. En 1875 se llegaba a los 36,8 litros, que muestra el esfuerzo por adaptar el suministro a las exigencias de una ciudad en plena expansión industrial. A pesar de todo, las necesidades eran tan grandes que se propuso una doble red para el abastecimiento: una de agua potable y otra con agua del río(53).

			
				
					Gráfico 3. Evolución de la dotación de agua y población en Madrid (1594-1936). Fuente: Nicolau, 2005. Revista de Obras Públicas, 1935.
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			Un caso similar fue San Sebastián, que tenía serias dificultades de aprovisionamiento y tuvo que acogerse a una ley especial para poder cubrir la demanda generada por el incremento de población, que había pasado de los 21.000, en 1877, a los 65.000 habitantes en 1926. Durante ese período la oferta de caudal pasó de los 30 a los 230 litros por segundo(54). Otros ejemplos se dieron en la región levantina: Alicante, Murcia, Lorca y Cartagena tenían unos índices de crecimiento poblacional bastante importantes y, sin embargo, su oferta continuaba siendo escasa —entre 10 y 15 litros por habitante y día— a finales del XIX. La situación de la Bahía de Cádiz es otra muestra palpable: el Puerto de Santa María, Jerez, Puerto Real, San Fernando y la propia capital, no pasaban de esas cantidades(55). En la meseta y el norte de la península, las perspectivas no cambian demasiado: Valladolid y Santander, por ejemplo, tenían importantes problemas de abastecimiento, a pesar del leve aumento del suministro de agua(56).

			En resumen, las grandes ciudades españolas estaban a la altura de la media del consumo de agua de otras grandes poblaciones del resto del mundo. Por su parte, las ciudades medianas y pequeñas tardaron varias décadas en alcanzar ese nivel de abastecimiento. Resulta evidente la vinculación entre crecimiento urbano, modernización y el emplazamiento de empresas de abastecimiento de agua. Hay datos precisos que muestran que la expansión urbana y las ciudades más dinámicas fueron, generalmente, las adelantadas en la instalación del suministro domiciliario. La ciudad de finales del siglo XIX se encontraba en proceso de profunda reforma para acoger a los nuevos pobladores(57). El volumen de agua demandada fue creciente y los recursos con los que contaban los ayuntamientos muy escasos. 

			5.3. Cambio cualitativo de la demanda 

			La acción de las políticas higienistas en el uso del agua provocó un cambio de costumbres en muchos países europeos. En España estas medidas no comenzaron a ser efectivas hasta las primeras décadas del siglo XX. Esta nueva actitud generó un cambio en la exigencia sobre la calidad del agua. No bastaba con que el suministro fuera suficiente en cantidad, sino que también tuviera unas mínimas normas de calidad, claridad, purificación, desinfección, etc. Las modernas teorías higienistas abundaban en la necesidad de consumir más cantidad de agua y de más calidad, especialmente para el consumo y la limpieza de las casas. Los estudios del higienista inglés Chadwick se difundieron por el continente y extendieron sus ideas sobre la salubridad de casas y calles. Las nuevas costumbres relativas a la higiene incidieron en la instalación de baños en las casas y en la mejora de la limpieza de las calles. El uso del agua se relacionaba con una mayor salud. Asimismo, se extendieron las técnicas de tratamiento del agua, que variaron conforme avanzaron los conocimientos científicos y en la medida que evolucionó la tecnología. Los descubrimientos de Pasteur y Koch en la recta final del XIX facilitaron la aplicación de estas técnicas, y un compromiso para buscar soluciones a ese problema(58).

			Con el paso del tiempo, las disposiciones que tuvieron que adoptar los empresarios y municipios para mejorar la calidad del agua provocaron su encarecimiento y un recorte en la oferta. Para evitar las aguas contaminadas y cubrir la insuficiencia de las tradicionales fuentes de abastecimiento, fue obligado realizar las tomas río arriba y construir presas que las recogieran de las zonas montañosas. Todas estas prácticas, junto a los métodos de filtración y la instalación de plantas de tratamiento, hicieron que la mejora de la calidad del agua implicase importantes costes adicionales. 

			6. Haciendas municipales y mercados cautivos 

			En España, la actitud de los ayuntamientos ante el desarrollo de los servicios públicos fue permisiva pero recelosa, al menos, durante la etapa liberal(59). Es evidente el deterioro que padecían las haciendas municipales en el siglo XIX. Esta situación heredada se plasmaba en el fuerte endeudamiento y la tutela interesada del Estado(60). En estas circunstancias a los ayuntamientos liberales no les quedó más remedio que ceder sus prerrogativas en materia de servicios para que interviniera la iniciativa privada. Las competencias municipales no cesaban de aumentar y para cubrir su prestación los gobiernos intentaron atraer la inversión de empresas para implantar determinados servicios urbanos. De todas formas, las corporaciones locales fueron pergeñando una complicada y enmarañada legislación para no perder completamente el control de esas actividades.

			A mediados del siglo XIX, a pesar del interés de los políticos liberales, los empresarios encontraban dificultades para hacer frente a las grandes inversiones que debían realizar. El único servicio que asumieron tempranamente las empresas fue el gas y se desarrolló con bastantes limitaciones. Los demás —transporte, alumbrado eléctrico, etc.—, fueron casi contemporáneos de la modernización de los servicios de aguas. El suministro de agua no fue un caso excepcional de atraso, sino que está inmerso en la línea del relativo retardo español. Generalmente, los motivos que demoraban la participación privada no solo eran las fuertes inversiones necesarias, sino también la incertidumbre en recuperarlas y las dificultades para estimar el nivel de demanda que tendrían servicios que resultaban completamente novedosos.
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